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PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES – Soldado profesional adscrito al Ministerio de Defensa 

PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES – Régimen para acceder al reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes cuyos beneficiarios son los padres

Extracto: En atención a las disposiciones antes reproducidas, es claro para esta Corporación que el régimen aplicable al señor (…) al momento de su fallecimiento es el contemplado en el Decreto 1793 de 2000, ya que dicha normativa se encontraba vigente para el momento de su deceso, el que a su vez indica que el régimen pensional de los Soldados Profesionales se regirá por la Ley 100 de 1993.  

Los requisitos que deben acreditarse son: 

i) Que el afiliado se encuentre cotizando al sistema y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas al momento de la muerte, o ii) Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca la muerte, y iii) que los padres del causante dependían económicamente de él.

PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES PARA BENEFICIARIOS DE SOLDADO REGULAR – Requiere acreditar 26 semanas de cotización para lo cual se debe tener en cuenta el tiempo en que se prestó el servicio militar 

Extracto: Según el pronunciamiento jurisprudencial recién reproducido, es diáfano para la Sala que el tiempo prestación en el servicio militar obligatorio debe ser computado para efectos pensionales, pues de lo contrario se estarían afectando los derechos a la igualdad y a la seguridad social de los ciudadanos que en razón de la prestación del servicio militar obligatorio no pudieron abonar sus cotizaciones al sistema general de pensiones. 

En el sub iúdice, se encuentra acreditado que el señor (…) prestó el servicio militar obligatorio como soldado regular, desde el 23 de noviembre de 2000 hasta el 22 de junio de 2002, con un tiempo de servicio prestado de (1) un año (6) seis meses y (29) veintinueve días; posteriormente se incorporó como soldado profesional desde el 23 de junio hasta el 13 de octubre de 2002 fecha de su deceso /fl. 48 cdno 4/, completando un total de tiempo de servicios equivalente a un (1) año, diez (10) meses y veintinueve (29) días, esto es, el equivalente a más de 72 semanas de cotizaciones.

SINTESÍS DEL CASO: Se revoca parcialmente la decisión del a quo y se ordena reconocer la pensión de sobreviviente a los padres de soldado regular que falleció en servicio activo y que logró acreditar 26 semanas de cotización, para lo cual se le computó el tiempo en el cual prestó su servicio militar 
FUENTE FORMAL: Art. 39 Decreto 1793 de 2000. Arts. 46 y 47 Ley 100 de 1993. Art. 40 Ley 48 de 1993
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La Sala de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas, conformada por los Magistrados AUGUSTO MORALES VALENCIA, quien la preside, AUGUSTO RAMÓN CHÁVEZ MARÍN y CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES, procede a dictar sentencia de segundo grado por vía del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida el catorce (14) de mayo de dos mil quince (2015) por el Juzgado 1º Administrativo del Circuito de Manizales, con la cual negó las pretensiones formuladas por los señores ERNESTO QUINTERO MARTÍNEZ y OFELIA CASTRO VILLA dentro del proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido contra la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL.

ANTECEDENTES

PRETENSIONES DE LA PARTE ACTORA.

I) Se declare la nulidad de la Resolución Nº 3141 de veinticuatro (24) de octubre de 2008, con la cual la entidad demandada negó a los accionantes el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes con ocasión del fallecimiento del soldado profesional Marino Quintero Castro.
A título de restablecimiento del derecho solicitan:
i. el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes con ocasión del fallecimiento de su hijo Marino Quintero Castro, de conformidad con la Ley 100/93.
ii.      Se condene a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL a pagar a los accionantes la pensión de sobrevivientes de manera retroactiva desde el día 13 de octubre de 2002.
iii.      Se condene al pago de los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, es decir la tasa máxima de intereses moratorios, desde el 13 de octubre de 2002 hasta el momento en que se efectué el pago. 
iv.     Se condene al pago de la indexación de las condenas.
v.     Se ordene el cumplimiento de la sentencia de acuerdo con los artículos 192 y 195 del C.C.A.
vi.     Se condene en costas procesales al demandado.
CAUSA PETENDI.

· El señor Marino Quintero Castro falleció el 13 de octubre de 2002, a la edad de 21 años. 
· El señor Quintero Castro al momento de su fallecimiento se encontraba prestando sus servicios como soldado adscrito al Ministerio de Defensa Nacional, prestando su servicio militar, y continuó luego laborando como Soldado Profesional.
· Ingresó al escalafón como Soldado Profesional el 23 de junio de 2002, y para la fecha de su deceso, prestaba el servicio militar desde hacía un (1) año, seis (6) meses y treinta (30) días.
· Presentaron (los accionantes) ante el Ministerio de Defensa la solicitud de la pensión de sobreviviente en calidad de padres, teniendo en cuenta que dependían económicamente de su hijo; sin embargo, con el acto cuya nulidad se pretende, el Ministerio de Defensa indicó que no se cumple con los requisitos de ley en tanto no se acreditó que el causante llevara en actividad un año de haber ingresado al escalafón o de haber sido dado de alta, siendo el último evento el que ocurrió por el término de tres (3) meses y veinte (20) días. 
· El señor Quintero Castro falleció bajo la vigencia de la Ley 100 de 1993 y acreditó 49 semanas entre el 13 de octubre de 2001 y el 13 de octubre de 2002, es así como dicho régimen se aplica siempre y cuando sea más favorable para sus beneficiarios.
· Los demandantes disfrutan desde el 7 de junio de 2007, de una pensión de sobrevivientes del Ministerio de Defensa con ocasión de la muerte de su otro hijo Albeiro Quintero Castro, por valor de $566.700 mensuales.
· Los nulidiscentes en calidad de padres del causante, dependían económicamente de éste, quien cubría los gastos básicos como alimentación, vestuario, recreación, entre otros.     
NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN.

Se invocaron:

· Constitución Política de Colombia, articulo 48
· Ley 100 de 1993, artículos 46 y 47
Expusieron quienes fungen como nulidiscentes, que el habérseles negado la pensión de sobreviviente como padres del soldado fallecido por no tener un año o más de haber ingresado al escalafón, constituye un hecho discriminatorio, puesto que el causante se encontraba prestando sus servicios como Soldado adscrito al Ministerio de Defensa Nacional y había laborado de manera ininterrumpida por más de un (1) año, superando el requisito de haber cotizado 50 semanas en los tres años anteriores a la muerte establecido en el régimen general, para que los beneficiarios puedan gozar de la pensión de sobrevivientes.  
CONTESTACIÓN AL LIBELO DEMANDADOR.

La NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL /fls. 57-63 cdno ppl/, se opuso a las pretensiones de la parte actora arguyendo que la normativa aplicable a las fuerzas militares no es violatorio del derecho a la igualdad, habida consideración que la Corte Constitucional ha señalado que las personas vinculadas a regímenes especiales deben someterse íntegramente a estos, sin que puedan solicitar otros derechos consagrados en el régimen general, interpretación que refuerza manifestaciones jurisprudenciales que trasunta parcialmente. 
Añadió que el causante no cumplió con los requisitos fijados en el artículo 21 del Decreto 4433 de 2004, toda vez que el señor Marino Quintero Castro fue dado de alta en calidad de soldado profesional por el lapso de 3 meses y 20 días, por lo que no alcanzó el tiempo de un (1) año requerido por la norma para acceder los beneficiarios a la pensión de sobrevivientes. 
Señaló, igualmente, que de aplicarse la Ley 100 de 1993 tampoco existiría derecho a la pensión de sobrevivientes, ya que la norma exige 50 semanas cotizadas dentro de los tres (3) últimos años anteriores al fallecimiento, evidenciándose en la hoja de servicios del causante que únicamente cotizó 3 meses y 20 días, los cuales transcurrieron al ser dado de alta desde el 23 de junio al 13 de octubre de 2012 (sic), es decir, que realizó aportes aproximadamente por 13 semanas. 
En ese orden, afirma, a los actores no les asiste el derecho al reconocimiento pensional de conformidad con la normativa establecida en el régimen general, como tampoco bajo el régimen especial contenido en la Ley 923 de 2004 y el Decreto 4433 de 2004 donde se exige un (1) año o más de haber ingresado al escalafón o de haber sido dado de alta. 
LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juez 1º Administrativo Oral del Circuito de Manizales negó las pretensiones de la parte demandante en los términos que pasan a compendiarse /fls. 127 a 131 vto cdno ppl/.
En primer lugar el Juez A quo refiere que el acto administrativo enjuiciado se fundamentó en los requisitos exigidos en el Decreto 4433 del 2004; sin embargo, continúa, dicha norma empezó a regir dos (2) años después del deceso del señor Marino Quintero Castro; es decir, se enfatiza, la norma aplicada no se encontraba vigente para el momento de los hechos, por lo que declaró la nulidad del acto administrativo que negó el reconocimiento de la pensión de sobreviviente a los accionantes, debido a una falsa motivación del acto demandado. 
Es este orden, afirma que el régimen aplicable para determinar si les asiste el derecho a los demandantes de ser beneficiarios de la pensión de sobrevivientes, es el Decreto 1793 del 2000, norma cuyo canon 39 remite de manera expresa a la Ley 100 de 1993.

Seguidamente refiere que la mencionada ley en su artículo 46 establece los requisitos para acceder a la pensión de sobreviviente, entre los cuales exige que el causante tuviere un mínimo de 26 semanas cotizadas al momento de su fallecimiento, situación que no se consolida en el presente caso, toda vez que el señor Quintero Castro solo cotizó un período de tres (3) meses y veinte (20) días.
De este modo, el operador judicial declaró la nulidad del acto demandado y negó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes al no cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley 100 de 1993, específicamente al no acreditarse las 26 semanas de cotización al sistema de pensiones por parte del causante. 
EL RECURSO DE SEGUNDO GRADO.

La parte actora refutó la sentencia de primer grado /fls. 139-143 cdno 1/.
Exponiendo que cumple con los requisitos para acceder a la pensión de sobrevivientes, manifiesta que se deben tener en cuenta las pruebas que reposan en el plenario, pues el causante prestó el servicio militar obligatorio acreditando al momento de su muerte un (1) año, diez (10) meses y diecinueve (19) días, incluido el período como Soldado Profesional que fue de tres (3) meses y veinte (20) días, lo que equivale a un total de 97 semanas, cumpliéndose a cabalidad con las 26 semanas que prevé la norma para acceder a la prestación pensional. 
Explica que el servicio militar obligatorio según el artículo 40 de la Ley 48 de 1993 debe tenerse en cuenta para el reconocimiento de pensiones, lo que sustenta en apartes de la sentencia T-063/13 emitida por la H. Corte Constitucional. Por último concluye que el señor Marino Quintero Castro dejó causado el derecho pensional, acreditando 97 semanas de cotización. 
De este modo, solicita se revoque parcialmente la sentencia y se acceda a las pretensiones formuladas.

ACTUACIÓN 

EN SEGUNDA INSTANCIA

Mediante proveído obrante a fls. 4 y 5 del cdno 5, se admitió el recurso de apelación interpuesto, surtiéndose en debida forma las notificaciones de ley /fls. 7-10 ídem/.
CONSIDERACIONES 

DE LA 

SALA DE DECISIÓN

Pretende la parte actora, de manera principal, se declare la nulidad de la Resolución Nº 3141 de veinticuatro (24) de octubre de 2008, emitida por la entidad demandada, con la cual resolvió desfavorablemente el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes a los demandantes, con ocasión del fallecimiento de su hijo, el soldado profesional Marino Quintero Castro.
PROBLEMAS JURÍDICOS

Atendiendo a la postura erigida por la parte apelante y a lo decidido por el Juez A quo, el fondo del asunto se contrae a la dilucidación de los siguientes problemas jurídicos: 
· ¿Cuál es el régimen jurídico aplicable para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes del señor Marino Quintero Castro como Soldado Profesional adscrito al Ministerio de Defensa? 

Determinado ello,

· ¿Cumplen los accionantes las condiciones establecidas en dicho régimen para acceder al reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes deprecada?

(I)

RÉGIMEN PENSIONAL APLICABLE

Para dilucidar cuál es el marco jurídico bajo el cual debe analizarse la procedencia de la pensión de sobrevivientes que se depreca, es menester remembrar que el causante MARINO QUINTERO CASTRO falleció el trece (13) de octubre de 2002, según el registro civil de defunción que milita a folio 5 del cuaderno 1.  Se resalta también que el señor Quintero Castro fungió como soldado profesional desde el 23 de junio de 2002 hasta el momento de su deceso, tal como se advierte de la constancia emitida por la Jefatura de Desarrollo Humano - Dirección de Personal, a folio 48 de cuaderno 4.  
Dada la condición de Soldado Profesional que ostentaba el señor Marino Quintero, le era aplicable el Decreto 1793 del de 2000
, cuyo artículo 39 prescribe a la letra:
“ARTÍCULO 39. La pensión de vejez, invalidez y sobrevivencia de los soldados profesionales de que trata el presente decreto se regirá por el sistema de capitalización previsto en la Ley 100 de 1993 
(…)”.
A su turno la Ley 100 de 1993, por la cual se crea el Sistema de Seguridad Social Integral y se dictan otras disposiciones, previó en los artículos 46 y 47: 

“ARTÍCULO 46. REQUISITOS PARA OBTENER LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES. Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes.

1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez, o invalidez por riesgo común, que fallezca.  
2. Los miembros del grupo familiar del afiliado que fallezca, siempre que éste hubiere cumplido alguno de los siguientes requisitos: 

a) Que el afiliado se encuentre cotizando al sistema y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas al momento de la muerte, y
b) Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que            se produzca la muerte”.
Parágrafo. Para efecto del cómputo de las semanas a que se refiere el presente artículo se tendrá en cuenta lo dispuesto en los parágrafos del artículo 33 de la presente ley.  
“ARTÍCULO 47. BENEFICIARIOS DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES. Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes.
a). En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite. 
En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte, y haya convivido con el fallecido no menos de dos (2) años continuos con anterioridad a su muerte, salvo que haya procreado uno o más hijos con el pensionado fallecido. 
b). Los hijos menores de 18 años, los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 años, incapacitados para trabajar por razón de sus estudios y si dependían económicamente del causante al momento de su muerte; y los hijos inválidos si dependían económicamente del causante, mientras subsistan las condiciones de invalidez;
c). A falta del cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, serán beneficiarios los padres del causante si dependían económicamente de éste, y

d). A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos con derecho, serán beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían económicamente de éste” / subrayas son del Tribunal/.
En atención a las disposiciones antes reproducidas, es claro para esta Corporación que el régimen aplicable al señor Marino Quintero Castro al momento de su fallecimiento es el contemplado en el Decreto 1793 de 2000, ya que dicha normativa se encontraba vigente para el momento de su deceso, el que a su vez indica que el régimen pensional de los Soldados Profesionales se regirá por la Ley 100 de 1993.  
Teniendo en cuenta los lineamientos normativos expuestos, procederá ahora esta Sala Plural de Decisión a efectuar el análisis de los requisitos que deben acreditar los beneficiarios para acceder a la pensión de sobrevivientes en los precisos términos del artículo 46 la Ley 100/93 –antes de la modificación introducida con la Ley 797/03-, ya que el causante falleció el 13 de octubre de 2002.

Los requisitos que deben acreditarse son: 
i) Que el afiliado se encuentre cotizando al sistema y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas al momento de la muerte, o ii) Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca la muerte, y iii) que los padres del causante dependían económicamente de él.
De las probanzas obrantes en el cartulario, se tiene:

· Los señores Ofelia Castro Villa y Ernesto Quintero Martínez son padres del causante Marino Quintero Castro, tal y como consta en la copia del registro civil de nacimiento que obra en el infolio 4 del cuaderno 1.

· El señor Marino Quintero Castro falleció el trece (13) de octubre de 2002 según se colige del registro civil de defunción /fl. 5cdno 1/. 

· Según la Resolución 3141 de veinticuatro (24) de octubre de 2008, se negó el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes a los actores, habida cuenta que el causante Marino Quintero Castro solo cumplió con el tiempo de un (1) año de haber ingresado al servicio que prevé la norma /fls. 9-10/.

· La declarante CLAUDIA LUCÍA BENÍTEZ PÉREZ, /V. fl. 44 cdno 4/, manifiesta que conoce desde hace veinte (20) años al matrimonio conformado por los accionantes los señores Ofelia Castro Villa y Ernesto Quintero Martínez, como también haber conocido a su hijo Marino Quintero Castro, quien era Soldado Profesional, y cuyos padres dependían económicamente de él; agrega que cuando el causante estaba en permiso iba de compras con sus padres, proveyéndoles de alimentos y demás gastos de la casa; finalmente afirma que los actores no tienen bienes de fortuna. 

· La testigo MARÍA SAGRARIO OSORIO CASTAÑEDA /V. fl. 45 cdno 4/, expresa que conoce a los demandantes en razón a que era vecina de ellos y quienes dependían de los recursos de su hijo Marino Quintero y recibían media pensión de su otro hijo fallecido Albeiro Quintero Castro.
· El deponente LEONARDO MOSQUERA GAVIRIA /V. fl. 46 cdno 4/ expresa que conoce a los demandantes desde hace varios años; respecto de la situación económica de ese hogar, refiere que los actores no laboran y dependían de los recursos de su hijo fallecido Marino Quintero Castro quien brindaba todo lo necesario para el sostenimiento de sus padres, quienes devengan media pensión de su otro hijo también fallecido en el Ejército, señor Albeiro Quintero. 
· Reposa a folio 58 del cuaderno 2 declaración extrajuicio ante la Notaria Única de Pácora (Caldas) de fecha quince (15) de febrero de 2008, en el cual los actores manifestaron que, ‘…dependíamos económicamente de nuestro hijo MARINO, pues era la única persona que se encargaba de nuestro sostenimiento…’.
· Milita a folio 48 del cdno. 4, la constancia de tiempo de servicios emanada de la Jefatura de Desarrollo Humano del Ejército Nacional datada nueve (9) de septiembre de 2014, en la cual se determina: 

	Descripción
	Fecha inicial
	Fecha de terminación
	Años
	Meses
	Días

	Soldado regular
	23/11/2000
	22/06/2002
	1
	6
	29

	Tiempo se servicio militar cumplido
	22/06/2002
	
	
	
	

	Soldado profesional
	23/06/2002
	13/10/2002
	0
	3
	20

	Muerte simplemente en actividad
	13/10/2002
	
	
	
	


(III)

CONCLUSIÓN DE LA SALA

Atendiendo a las probanzas obrantes en el cartulario, así como a las posturas asumidas por las partes, no es materia de disenso en el sub iúdice (i), que los señores Ofelia Castro Villa y Ernesto Quintero Martínez son los padres del causante Marino Quintero Castro; ii) que el régimen aplicable para verificar la procedencia de la pensión de sobrevivientes de los actores es el contenido en los artículos 46 y 47 de la Ley 100/93, antes de la modificación que se introdujera con la Ley 797/03, como quiera que el deceso del señor Quintero Castro acaeció el 13 de octubre de 2002.
Ahora bien; el busilis del asunto se entrelaza indudablemente con la acreditación de las veintiséis (26) semanas de cotización del causante al momento de su fallecimiento y la dependencia económica de sus padres respecto de su fallecido hijo Marino Quintero Castro.
Para esta colegiatura, resulta evidente que los señores Ofelia Castro Villa y Ernesto Quintero Martínez, padres del de cujus, son acreedores de la pensión de sobrevivientes del señor Marino Quintero Castro por lo siguiente:

En primer lugar, respecto a la acreditación de las 26 semanas de cotización es menester anotar que el literal a) del artículo 40 de la Ley 48 de 1993
, establece ad pedem litterae:

 “Articulo 40. AL TÉRMINO DE LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO MILITAR. Todo colombiano que haya prestado el servicio militar obligatorio, tendrá los siguientes derechos: 

a. En las entidades del Estado de cualquier orden el tiempo de servicio militar le será computado para efectos de cesantía, pensión de jubilación de vejez y prima de antigüedad en los términos de la ley”. 
Sobre el cómputo del tiempo prestado en el servicio militar para efectos pensionales, la sentencia T-510 de 2014
 emanada del Máximo Tribunal Constitucional señaló:

“También recordó la Sala que esta Corporación se pronunció sobre el cómputo del tiempo prestado en el servicio militar para efectos pensionales en la Sentencia T-181 de 2011. En dicha oportunidad, a partir del concepto de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado del 1° de julio de 2004, la Corte concluyó que:
“Ahora, esta norma ha sido aplicada recientemente por el Consejo de Estado indicado (sic) que el beneficio consignado en el numeral –sic- (a) del artículo 40 de la Ley 48 de 1993, debe entenderse, en el sentido de que todo ciudadano que haya prestado el servicio militar obligatorio tiene derecho a que las entidades públicas contabilicen ese término como tiempo útil para reconocerle la pensión de jubilación. Ahora, estas validaciones de tiempo de servicio las ha hecho en casos en que el régimen aplicable ha sido la Ley 33 de 1985, que es bien sabido que el requisito es de tiempo de servicio. 
(…) Por todo  lo anterior, la Sala concluye que el numeral –sic- (a) del artículo 40 de la Ley 48 de 1993 debe interpretarse en el sentido de que el tiempo prestado al Estado durante el servicio militar debe ser computado en regímenes pensionales en que el requisito sea tiempo de servicio.”
A modo de conclusión, en la sentencia T-063 de 2013 se señaló que “los pronunciamientos de este Tribunal no son unánimes cuando se está ante un ciudadano que es beneficiario de la Ley 100 de 1993 o de regímenes especiales, en los que sea exigible el principio de cotización efectiva. En esta última hipótesis, como se observa del recuento jurisprudencial realizado, solamente en la sentencia T-181 de 2011 se planteó una eventual incompatibilidad entre la prerrogativa prevista en el artículo 40 de la Ley 48 de 1993 y la sostenibilidad del sistema”.
Con fundamento en lo expuesto, en la sentencia en mención, la Sala Tercera de Revisión, indicó que el argumento que conduciría a negar la aplicación de la citada Ley 48 de 1993, frente a pensiones que se rigen por el principio de cotización efectiva, basado exclusivamente en la afectación de la sostenibilidad financiera del sistema no está llamado a prosperar, por las siguientes razones: 

i) “Porque se ha admitido de forma unánime tanto por la jurisprudencia de la Corte, como por los pronunciamientos del Consejo de Estado, que la prerrogativa prevista en el artículo 40 de la Ley 48 de 1993 tiene una vocación de aplicación general y universal, por lo que cobija a todo ciudadano que haya prestado el servicio militar, incluso sí el mismo se llevó a cabo con anterioridad a la entrada en vigencia de dicha norma. 
ii) Una distinción como la propuesta, cuyo origen subyace en el régimen pensional al cual se encuentra afiliada la persona, supondría una violación del derecho a la igualdad, pues se estaría otorgando un trato distinto, sin una razón objetiva y razonable que así lo justifique. 

iii) El hecho de computar las semanas correspondientes a la prestación del servicio militar, con el propósito de reconocer una pensión al amparo de lo previsto en la Ley 100 de 1993 o de otro régimen especial que exija la efectiva realización de una cotización (vía régimen de transición), supone la obligación a cargo de la Nación de emitir  el correspondiente bono pensional o cuota parte por dicho lapso de tiempo (cuando la prestación del servicio se realizó con anterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1993), o de incluso realizar directamente el aporte al régimen pensional que haya sido elegido por el ciudadano (cuando la prestación del servicio haya tenido lugar con posterioridad a la vigencia de dicha ley), en ambos casos tomando como referencia el salario mínimo legal vigente.
(…)
iv) No puede existir una afectación de la sostenibilidad financiera del sistema, cuando la Nación (ya sea a través del Ministerio de Defensa Nacional o de Hacienda y Crédito Público) tiene la obligación de asumir el pago del aporte por el tiempo que haya perdurado la prestación del servicio militar obligatorio, ya sea a través de la cuota parte correspondiente o de la cotización directa al régimen pensional elegido por el ciudadano, conforme se explicó con anterioridad y lo ha puesto de presente el Consejo de Estado. 
También señalo (sic) la Corte que el cómputo del tiempo para efectos del reconocimiento de la pensión de vejez previsto en el artículo 40 de la Ley 48 de 1993, constituye un desarrollo concreto del artículo 216 de la Constitución Política, conforme al cual es facultad del Legislador determinar las prerrogativas de quienes prestan el servicio militar. En este sentido, esta regla responde a una consideración especial frente a quien se ve compelido a incorporarse a la Fuerza Pública, a través de la cual se busca compensar por parte del Estado, el tiempo muerto en el que no se brindó la oportunidad de realizar, directamente o por su propia elección, aportes al sistema. 

En conclusión, la Corte Constitucional ha establecido no existe una razón objetiva para excluir a las pensiones que se someten al principio de cotización efectiva del reconocimiento del tiempo prestado en el servicio militar conforme al artículo 40 de la Ley 48 de 1993.” /Letra itálica es original. Negrillas de la Sala/.
Según el pronunciamiento jurisprudencial recién reproducido, es diáfano para la Sala que el tiempo prestación en el servicio militar obligatorio debe ser computado para efectos pensionales, pues de lo contrario se estarían afectando los derechos a la igualdad y a la seguridad social de los ciudadanos que en razón de la prestación del servicio militar obligatorio no pudieron abonar sus cotizaciones al sistema general de pensiones. 
En el sub iúdice, se encuentra acreditado que el señor Marino Quintero Castro prestó el servicio militar obligatorio como soldado regular, desde el 23 de noviembre de 2000 hasta el 22 de junio de 2002, con un tiempo de servicio prestado de (1) un año (6) seis meses y (29) veintinueve días; posteriormente se incorporó como soldado profesional desde el 23 de junio hasta el 13 de octubre de 2002 fecha de su deceso /fl. 48 cdno 4/, completando un total de tiempo de servicios equivalente a un (1) año, diez (10) meses y veintinueve (29) días, esto es, el equivalente a más de 72 semanas de cotizaciones.
Ante el panorama identificado, educe la sala que el tiempo de servicio militar que prestó el señor Quintero Castro debe computarse para los efectos pensionales, cumpliendo de esta manera con las (26) semanas de cotización exigidas al momento de la muerte como uno de los requisitos para que sus beneficiarios puedan acceder a la pensión de sobrevivientes.
Ahora, en lo atinente a la dependencia económica de los demandantes respecto del causante, se tiene que los señores Ofelia Castro Villa y Ernesto Quintero Martínez en efecto estaban bajo la manutención de su hijo cuando este vivía, pues como bien se pudo determinar, era el joven Quintero Castro quien se encargaba de los gastos de la casa, de la alimentación y demás menesteres del hogar de sus padres, tanto así que todos los testigos fueron contestes al afirmar que los señores Ofelia Castro y Ernesto Quintero no laboraban pues era su hijo quien les prodigaba lo necesario para su subsistencia.
Agréguese a lo anterior, que si bien está acreditado que los demandantes reciben una pensión de sobrevivientes equivalente a un salario mínimo a razón de 50% para cada uno, ello no desnaturaliza la dependencia económica, pues como lo ha enseñado la jurisprudencia constitucional, el salario mínimo no es determinante de la independencia económica como tampoco lo es recibir cualquier otra prestación
. Entonces al haberse comprobado que el causante tenía a cargo la manutención de sus padres, se colige que estos dependían de los recursos económicos que les brindaba su fallecido hijo. 
Así las cosas, es diáfano para la Sala que la parte nulidiscente tiene derecho a percibir en su integridad la pensión de sobrevivientes del señor Marino Quintero Castro; en consecuencia, se revocará parcialmente la sentencia impugnada, accediendo a las súplicas de la parte demandante de reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes en la forma como se dispondrá en la parte resolutiva de este fallo.
PRESCRIPCIÓN.
Sobre el particular, el artículo 102 del Decreto 1848 de 1969 preceptúa:

“1.  Las acciones que emanen de los derechos consagrados en el Decreto 3135 de 1968 y este decreto, prescriben en tres (3) años, contados a partir de la fecha en que la respectiva obligación se haya hecho exigible.

2.  El simple reclamo escrito del empleado oficial, formulado ante la entidad o empresa obligada, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso igual.”  /Subrayas extra texto/. 

Con sustentáculo en la norma transcrita, es evidente para este órgano colegiado que en el sub lite se configura la prescripción, como quiera que transcurrieron más de tres (3) años desde la expedición de la Resolución Nº 3141 de 24 de octubre de 2008 -acto enjuiciado-, hasta la data en que formuló la demanda judicial (11 de septiembre de 2012); y por ende, se entiende que ha operado el fenómeno prescriptivo para las mesadas anteriores al once (11) de septiembre de 2009. 
EL RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

A título de restablecimiento del derecho se ordenará a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL que reconozca y pague a los señores Ernesto Quintero Martínez y Ofelia Castro Villa, en su condición de padres del causante señor Marino Quintero Castro, la pensión de sobrevivientes a partir del 11 de septiembre de 2009, en un porcentaje del cincuenta por ciento (50%) para cada uno, sumas que se actualizarán con los Índices de Precios al Consumidor certificados por el DANE, mes a mes, con la utilización de la siguiente fórmula de las matemáticas financieras:

                                                    Índice final

                                  R =  Rh x   -----------------

                                                    Índice inicial

En la que el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (R.H), que es lo dejado de percibir por la parte demandante por concepto de la pensión de sobrevivientes hasta la fecha de ejecutoria de esta sentencia, por el guarismo que resulte de dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el Dane, vigente en la fecha de ejecutoria de esta providencia, por el índice vigente en la fecha en que se causaron las sumas adeudadas, teniendo en cuenta los aumentos o reajustes producidos o decretados durante dicho período.

Es claro que por tratarse de pagos de tracto sucesivo, la fórmula se aplicará separadamente por cada suma correspondiente a la pensión de sobrevivientes que se dejó de devengar desde el 11 de septiembre de 2009, teniendo en cuenta que el índice inicial es el vigente al momento de causación de cada uno de ellas.

Por último, de conformidad con el artículo 76 del Código General del Proceso, y atendiendo al memorial obrante a folio 23 del cuaderno 5, se acepta la renuncia del poder conferido por la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional a la Dra. Alejandra Cuervo Giraldo, portadora de la tarjeta profesional número 206.192 del C.S.J., para continuar actuando como apoderada judicial en el proceso de la referencia, advirtiendo que la misma no pone término al mandato sino cinco (5) días después de presentado el memorial de renuncia y mediante comunicación enviada a la entidad poderdante.

COSTAS.

Como quiera que habrá de revocarse la sentencia, se condenará en costas de ambas instancias a la parte demandada en virtud de lo dispuesto en el artículo 188 de la Ley 1437/11 y en el numeral 3 del artículo 365 del CGP (Ley 1564/12), teniendo en cuenta que la parte demandante se vio en la necesidad de contratar un abogado y sufragar los gastos procesales hasta su culminación. Sin agencias en derecho en esta instancia por no haberse causado.
Por lo discurrido, el Tribunal Administrativo de Caldas, SALA DE DECISIÓN ORAL, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

CONFÍRMASE el ordinal primero de la sentencia emanada del Juzgado 1º Administrativo de Manizales, en tanto declaró la nulidad de la Resolución N° 31421 de 24 de octubre de 2008, dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por los señores ERNESTO QUINTERO MARTÍNEZ y OFELIA CASTRO VILLA contra la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL.
REVÓCASE el ordinal segundo de la sentencia mencionada, el cual quedará así:  

“A título de restablecimiento del derecho, ORDÉNASE a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, reconocer y pagar pensión de sobrevivientes, en un porcentaje del cincuenta por ciento (50%) para cada uno, a los señores ERNESTO QUINTERO MARTÍNEZ, identificado con cédula de ciudadanía N° 4’475.218, y OFELIA CASTRO VILLA identificada con cédula de ciudadanía N° 24’837.039, en calidad de beneficiarios de su extinto hijo Marino Quintero Castro, Soldado Profesional del Ejército Nacional, a partir del momento del fallecimiento del mismo -13 de octubre de 2002-, pero con efectos fiscales a partir del once (11) de septiembre de 2009, por prescripción trienal”.

La parte demandada DARÁ cumplimiento a esta sentencia en los términos previstos en el artículo 192 del C/CA (Ley 1437/11), PREVINIÉNDOSE a la parte actora de la carga prevista en el inciso 2º del precepto citado.

ACÉPTASE la renuncia que del poder conferido por la entidad demandada hace la doctora ALEJANDRA CUERVO GIRALDO, portadora de la T.P. Nº 206.192 del C.S.J., según memorial obrante a folio 23 del cuaderno 5.

COSTAS en ambas instancias a cargo de la parte accionada, cuya liquidación y ejecución se hará en la forma dispuesta en el Código General del Proceso.
Sin agencias en derecho en segunda instancia. 

NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del C/CA.

Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen, previas las anotaciones del caso en el Sistema Justicia Siglo XXI.

Providencia discutida y aprobada en Sala de Decisión celebrada en la fecha, según consta en Acta Nº 019.
NOTIFÍQUESE
AUGUSTO MORALES VALENCIA
Magistrado Ponente
AUGUSTO RAMÓN CHÁVEZ MARÍN
Magistrado
CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES
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� “Por el cual se expide el Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares.”


� “Por la cual se reglamenta el servicio de reclutamiento y movilización”.


� MP.  Alberto Rojas Ríos.


� Ver sentencia T-140 de 2013, citada en la sentencia T-610 de 2013. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio.
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